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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA CIVIL - FAMILIA
Magistrado Ponente:

Fernán Camilo Valencia López

Pereira, veintidós de junio de dos mil doce
Acta  Nº 307
Expediente Rad.: 66001-22-13-000-2012-00178-00
Procede la Sala a resolver en primera instancia la acción de tutela que el ciudadano Daladier Giraldo García presentó en contra de la Policía Nacional.
ANTECEDENTES

Pretende el actor que se proteja su derecho al buen nombre cuya vulneración, aduce, se origina en el hecho de que en el certificado de antecedentes judiciales proferido por la Policía Nacional aparece el epígrafe “actualmente no es requerido por autoridad judicial alguna”. Frente a lo cual considera que tal información es errónea y desactualizada ya que debería decir “no registra antecedentes”, puesto que el día 4 de junio del año pasado el Juzgado Segundo de Ejecución de Penal y Medidas de Seguridad declaró la extinción de la condena de doce meses de prisión impuesta por el Juzgado Tercero Penal del Circuito con ocasión del punible de porte ilegal de armas. Asegura que esta eventualidad le ha impedido realizar trámites diversos como acceder a créditos, salir del país y renovar su visa. Pide, en consecuencia, que “se ordene a la entidad demandada que dentro del término legal establecido, se pronuncie de fondo sobre la información que dicho ente suministra sobre mis antecedentes judiciales”.     
Mediante auto de 7 de junio pasado se admitió la demanda y se dispuso el traslado de la Policía Nacional, entidad que no se pronunció al respecto. 
CONSIDERACIONES

Como se tiene precisado, la acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política es un mecanismo residual de carácter excepcional, subsidiario, preferente y sumario, que permite a toda persona, sin mayores requisitos de orden formal, obtener la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, si de acuerdo con las circunstancias del caso concreto y, a falta de otro medio legal, considera que le han sido vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública.
Lo que pone de presente el obstáculo de entidad que se erige respecto de la prosperidad de la solicitud de amparo que se resuelve, relativo concretamente al carácter residual de la misma. Si la Policía Nacional; se recuerda que a esta entidad, a partir del día 31 de enero de 2012
, le fue trasladada la función de expedir los certificados judiciales
, de conformidad con el artículo 3 numeral 3 del decreto ley 4057 de 2011 que suprimió el DAS; expidió el certificado de antecedentes judiciales criticado en cumplimiento de la resolución 1161 de 2010
, la cual tiene una presunción de legalidad, sujeta como está al eventual control que se pueda entablar ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, mientras tanto no puede tal acto ser pasible de acción de tutela. Como reiteradamente lo ha sostenido la Sala de Casación Civil de la H. Corte Suprema de Justicia “el actor debe atacar la legalidad de dicha resolución mediante la acción de nulidad, y no acudir a la acción de tutela, pues este es un mecanismo residual y subsidiario, que sólo procede ante la falta de otro medio de defensa.”
 
De igual modo, caben aquí las consideraciones que formuló recientemente  cuando afirmó frente a un caso similar:
“En el caso sub examine, se observa que el certificado de antecedentes penales referido, no vulnera los derechos fundamentales de la actora, pues la anotación “No es requerido por autoridad judicial”, además de que nada expresa en relación con su prontuario personal ni detalla sus antecedentes penales, sino que se limita a certificar el estado actual de la situación judicial de la tutelante, es producto de lo ordenado en Resolución No. 1161 de 2010, proferida por el Departamento Administrativo de Seguridad, que establece en el parágrafo del artículo 1º que: “En caso en que el ciudadano registre antecedentes, la leyenda escrita a la que hace referencia el numeral 1.2. del presente artículo quedará de la siguiente forma: “El Departamento Administrativo de Seguridad certifica: Que en sus archivos a la fecha (día, mes, año), nombre, con cédula de ciudadanía número, de, no es requerido por autoridad judicial, de acuerdo con el artículo 248 de la Constitución Política de Colombia”.
Así mismo, conforme ya lo ha precisado esta Corte, la afectada cuenta con otras vías para atacar tal anotación, vislumbrándose de ese modo la improcedencia del amparo. En efecto, se ha indicado que: “si el actor llegase a considerar que la leyenda ‘NO ES REQUERIDO POR AUTORIDAD JUDICIAL’ le es perjudicial, no puede reclamar lo anterior por vía de tutela. Dicha leyenda fue incluida en su certificación en estricto cumplimiento de un acto administrativo de carácter general (la Resolución 750 de 2010), que se presume ajustado a la Constitución y a la ley mientras el juez contencioso administrativo no lo declare nulo. Tal como lo ha manifestado esta Corporación en casos similares, el peticionario puede atacar la legalidad de dicha resolución mediante la acción de nulidad, y no acudir a la acción de tutela, pues este es un mecanismo residual y subsidiario, que sólo procede ante la falta de otro medio de defensa”. (Sentencia de 14 de septiembre de 2010, exp. 2010-00847-01, reiterada el 26 de octubre de 2011, exp. 2011-01261-01 y el 16 de febrero de 2012, exp. 2011-809-01.) 

3. Además de lo anterior, mal podría ordenarse a la entidad encargada que expida un certificado que indique que la actora “no registra antecedentes”, cuando esa circunstancia no es fiel reflejo de la realidad, pues no es falso que la tutelante fue condenada penalmente, como ella misma lo afirmó. Recuérdese que una cosa es la existencia del antecedente y otra bien distinta el derecho a que esa información no sea revelada al público de manera indefinida cuando la condena se ha extinguido por cualquier medio, siendo esta última circunstancia la que amerita la procedencia del amparo constitucional.

Cuando el certificado se limita a indicar que la accionante “No es requerida por autoridad judicial” no se observa violación a sus derechos fundamentales, pues además de ser un reflejo de la realidad, esa medida goza de legalidad y de reglamentación interna, y cumple con la razón de ser de ese tipo de certificado, al tiempo que no revela ninguna información respecto al historial judicial de la tutelante, ni limita o afecta su honra o buen nombre.”

En razón de lo cual, se concluye que en el certificado emitido por la Policía Nacional no puede hallarse discriminación o agravio de derechos fundamentales, visto que tal texto se acomoda a las previsiones legales y de por sí, como puede verse, no proclama la existencia de antecedentes y ni siquiera un ciudadano que no hubiere delinquido podría alegar fundadamente que se le está irrogando perjuicio con la aludida leyenda. 
En estas condiciones la decisión debe ser denegatoria del amparo invocado por dos razones principales: la primera relacionada con que la acción de tutela no es procedente ya que concurre otro mecanismo judicial para atacar el acto administrativo en el que se estipula la forma, modelo y contenido del certificado de antecedentes judiciales. Y la segunda referente a que no es posible imputarle vulneración de derechos alguna a la entidad demandada ya que el certificado que expidió cumple a cabalidad con lo ordenado por las normas que los sustentan y lo allí consignado no falta a la verdad ni presupone un perjuicio al ciudadano interesado.    

DECISIÓN
A mérito de lo expuesto, esta Sala Civil – Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, DENIEGA la acción de tutela que el señor Daladier Giraldo García interpuso en contra de la Policía Nacional.
Notifíquese la sentencia a las partes y remítase oportunamente el expediente a la Corte Constitucional para la eventual revisión del fallo, en caso de no ser impugnada.
Cópiese, notifíquese y cúmplase.

Los Magistrados,

Fernán Camilo Valencia López

Claudia María Arcila Ríos

(Con salvamento de voto)
Luis Alfonso Castrillón Sánchez
� Ver comunicado de prensa del DAS núm. 009 de 30 de enero de 2012 o seguir este link: http://www.certificadojudicial.gov.co/.


� Ver artículo 12 del decreto 643 de 2004.


� Por la cual se modifica y adiciona la Resolución 750 de julio 02 de 2010 sobre el modelo del Certificado Judicial. Dictada por el Departamento Administrativo de Seguridad. 


� Sentencia de 4 de agosto de 2010. M.P. doctor: Jaime Alberto Arrubla Paucar.


� Sentencia de 19 de mayo de 2012, M.P. doctor Ariel Salazar Ramírez. Exp.: 2012-00192-01
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